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A LOS CC. SECRETARIOS DE LA “LVI” LEGISLATURA
DEL H. CONGRESO DEL ESTADO DE PUEBLA

P R E S E N T E S.

JOSÉ JUAN ESPINOSA TORRES, Diputado Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Político Convergencia en la Quincuagésima Sexta Legislatura del Honorable Congreso del Estado Libre y Soberano de Puebla, respectivamente, y con fundamento en lo dispuesto por los artículos  63 fracción II  y 64 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Puebla; 17 fracción XI, 69 fracción II, 70 y 71 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, así como 93 fracción VI y 128 del Reglamento Interior del Honorable Congreso del Estado, me permito someter a esta soberanía la presente INICIATIVA DE LEY DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO
C O N S I D E R A N DO

Que nuestra Carta Magna, en su artículo 113, señala que “La responsabilidad del Estado por los daños que, con motivo de su actividad administrativa irregular, cause en los bienes o derechos de los particulares, será objetiva y directa. Los particulares tendrán derecho a una indemnización conforme a las bases, límites y procedimientos que establezcan las leyes.”
Que el artículo 131 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Puebla establece la responsabilidad patrimonial del Estado y los Municipios, por los daños que con motivo de su actividad administrativa irregular, se causen en los bienes y derechos de los particulares. 
Que el Código Civil para el Estado Libre y Soberano de Puebla, señala que el Estado tiene obligación de responder de los daños causados por sus funcionarios o empleados, en el ejercicio de las funciones o trabajos que le estén encomendados, siendo esta responsabilidad subsidiaria y sólo podrá hacerse efectiva contra el Estado cuando el funcionario o empleado directamente responsable no tenga bienes, o los que tenga no sean suficientes para reparar el daño causado.

Que la evolución del Estado de Derecho a nivel internacional ha ido afirmando la importancia de establecer un sistema de responsabilidad patrimonial del Estado, como una de las bases de la justicia en el Derecho Público.

Que es plausible el propósito de integrar en nuestro ordenamiento jurídico un sistema de responsabilidad patrimonial del Estado, advirtiendo que esto se ha convertido en una exigencia cada vez más reiterada por los poblanos.

Que La presente iniciativa de ley tiene como objetivo reglamentar el artículo 131 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Puebla, por lo que respecta a la responsabilidad patrimonial del Estado, a fin de establecer las bases, límites y procedimientos para hacer exigible la indemnización que tengan derecho a percibir los particulares y con ello, dar la certeza jurídica a los particulares de que siempre que el Estado con su actividad administrativa, produzca lesiones en sus bienes o derechos, éste responderá de manera directa por medio de una indemnización. 

La presente norma, esta sujeta a los principios de equidad, de la responsabilidad directa y objetiva y de un proceso de gradualidad creciente en el pago de indemnizaciones establecidos en la disposición constitucional. No es óbice señalar, que se tiene presente la problemática financiera y presupuestal que puede significar el establecimiento de la obligación del Estado, de indemnizar directamente a los particulares a los que cause un daño, independientemente de sí su actuación es lícita o ilícita, para ello se cuida no convertir al patrimonio público en una especie de aseguradora universal, para ello se dan bases, limites y procedimientos para la indemnización.

Resulta innegable la necesidad de regular la responsabilidad patrimonial del Estado ante los particulares, toda vez que con ello se da respuesta a la sentida y generalizada inquietud ciudadana traducida en la exigencia de reglamentar esta responsabilidad patrimonial del Estado, Municipios y organismos descentralizados incluyéndose en ellos a las empresas paraestatales, cuando a través del ejercicio de sus actividades lleguen a causar daños y lesiones a los particulares en sus bienes, posesiones o derechos, ya sea por las acciones que lleven a cabo o por las que dejen de realizar, lo que refuerza y da certeza a la división de poderes y a la legalidad dentro del Estado de derecho que debe prevalecer en nuestra entidad, bajo el principio rector; la ley es la manifestación de la voluntad general de la población y las autoridades están sometidas a la ley y solo pueden hacer aquello que la misma les permite o autoriza y que en un momento dado, éstas pueden ser juzgadas por las instancias y tribunales competentes.

En consonancia con lo anterior, la presente iniciativa esta encaminada a que nuestro sistema jurídico abandone el viejo esquema de cuasi irresponsabilidad, y se inserte dentro del grupo selecto de legislaciones modernas y progresistas que existen en el mundo, en lo que a responsabilidad patrimonial de los órganos del Estado se refiere. La ley cumple con los objetivos de toda norma jurídica, consistente en la consecución del bien común, equilibrando los intereses que pudiesen verse afectados por las acciones u omisiones de los actos formalmente administrativos. El principio que inspira a todo el ordenamiento, se enfoca al reconocimiento de una indemnización justa por virtud de los daños que se pudieran cometer en los derechos, posesiones y bienes de los particulares, como consecuencia de actos irregulares de la Administración Pública.

Con la regulación de la responsabilidad administrativa en leyes secundarias, el Estado tendrá que ser mucho más cauteloso, muchos más previsor y más eficaz en el desempeño de sus funciones. Asimismo, mediante la reglamentación de esta nueva garantía constitucional, se deberá mejorar la calidad en la prestación de los servicios públicos en nuestro Estado, y el uso eficiente de los recursos públicos, encauzándose hacia estándares aceptables de actividad administrativa. 

Es preciso señalar, que en la actualidad, las disposiciones jurídicas que regulan aspectos relacionados con la responsabilidad patrimonial de los órganos del Estado, tienen como criterio rector un enfoque de responsabilidad civil subsidiaria, por actos ilícitos, y solidaria, por actos ilícitos dolosos, así como un sistema de responsabilidad administrativa y patrimonial de los servidores públicos, previsto en le Ley de Responsabilidad de los Servidores Públicos, que en ciertos casos, facilita el resarcimiento de daños y perjuicios causados a un particular, más no constituye un auténtico sistema de responsabilidad patrimonial del Estado, sino de los servidores públicos, lo que acredita la insuficiencia legislativa general que impera en nuestro país 

Por lo anteriormente expuesto y fundado se somete a la consideración de esta Honorable Asamblea, la LEY DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO DE PUEBLA
CAPÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 1.- La presente Ley es reglamentaria del artículo 131 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Puebla; sus disposiciones son de orden público e interés general, y tiene por objeto fijar las bases, limites y procedimientos para reconocer el derecho a la indemnización de los particulares que, sin obligación jurídica de soportarlo, sufran daños en cualquiera de sus bienes y derechos como consecuencia de la actividad  administrativa irregular del Estado.
La responsabilidad patrimonial a cargo del Estado es objetiva y directa, la indemnización deberá ajustarse a los términos y condiciones señalados en esta Ley y en las demás disposiciones legales aplicables.  

Para los efectos de esta Ley, las funciones y actos materialmente administrativos que realicen los Poderes Legislativo y Judicial se sujetarán a lo establecido en la presente Ley y demás disposiciones aplicables.

Para los efectos de esta Ley, se entenderá que los particulares no tendrán la obligación jurídica de soportar los daños que se les causen en sus bienes y derechos, cuando se carezca de fundamento legal o causa jurídica para legitimar el daño de que se trate. 

Artículo 2.- Para la debida interpretación y aplicación de esta Ley se entenderá por:

I. Actividad administrativa irregular del Estado.- Aquella conducta u omisión que realicen los servidores públicos y cause daño a los bienes y derechos de los particulares que no tengan la obligación jurídica de soportarlo, en virtud de no existir fundamento legal o causa jurídica de justificación para legitimar el daño de que se trate;

II. Afectado.- Es la persona que ve lesionado en su esfera jurídica el conjunto de bienes o derechos que posee y que tiene el derecho de exigirle al Estado, le sean reparados;

III. Contraloría: 

a. En el Poder Ejecutivo.- La Secretaría de Desarrollo, Evaluación y Control de la Administración Pública del Estado;

b. En el Poder Legislativo y en el Poder Judicial.- El órgano que determine respectivamente su Ley Orgánica; y, 

c. En los Municipios.- La Contraloría Municipal, o en su caso, el Presidente Municipal;

IV. Daño.- La pérdida o menoscabo en la esfera jurídico-patrimonial del afectado como consecuencia de la actividad administrativa irregular del Estado;

V. Dependencias.- Las mencionadas en la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Puebla y en la Ley Orgánica Municipal;

VI. Ejecutivo del Estado.- El Gobernador Constitucional del Estado de Puebla;

VII. Entidades.- Las mencionadas en la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Puebla y en la Ley Orgánica Municipal;

VIII. Estado.- A los Poderes Ejecutivo, Legislativo, Judicial, a los Ayuntamientos, a las Dependencias y Entidades Estatales y Municipales y a los organismos con autonomía constitucional;

IX. Indemnización.- Es la reparación que en dinero o en especie hace el Estado, por la lesión a la esfera jurídica-patrimonial del afectado como consecuencia de su actividad administrativa irregular;

X. Lesión Patrimonial.- A los daños y perjuicios materiales, personales o morales que pueden ser causados a los particulares por la actividad administrativa irregular del Estado; 

XI. Órgano Constitucional Autónomo.- Los señalados por la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Puebla; 

XII. Ley.- La Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de Puebla;  

XIII. Pago de daño emergente.- El que recibe el afectado para su sostenimiento personal mientras dure incapacitado;

XIV. Pago de daño material.- El que comprende la entrega en dinero o la restitución del bien al afectado por concepto de indemnización;

XV. Pago de daño personal.- El que recibe el afectado por las incapacidades temporal y permanente sufridas;

XVI. Perjuicio.- Es la privación de cualquier ganancia lícita que debiera haber obtenido el afectado de no haberse actualizado la actividad administrativa irregular del Estado;

XVII. Responsabilidad Patrimonial del Estado.- Es aquella obligación a cargo del Estado que surge como consecuencia de su actividad administrativa irregular;

XVIII. Secretaría.- La Secretaría de Finanzas y Administración;

XIX. Servidor Público.- Para los efectos de esta Ley son servidores públicos los considerados por la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Puebla.

Artículo 3.- Son autoridades competentes para la aplicación de la presente Ley, así como para emitir las disposiciones administrativas necesarias para el cumplimiento de la misma:

I. En el Poder Ejecutivo.- El Titular de la Secretaría de Desarrollo, Evaluación y Control de la Administración Pública del Estado; 

II. En los Poderes Legislativo y Judicial.- Las que determine su Ley Orgánica; 

III. En los organismos con autonomía constitucional.- Las que determine su Decreto de Creación o su Ley Orgánica;

IV. En los Ayuntamientos.- El Titular de la Contraloría Municipal, o en su caso, el Presidente Municipal; 

V. Los Tribunales del Trabajo en los términos de la legislación aplicable; y, 

VI. Las demás autoridades que determinen las Leyes.

Artículo 4.- De acuerdo con esta Ley, el Estado no estará obligado al pago de indemnización alguna, cuando los daños o perjuicios:
I. Sean causados por casos de fuerza mayor;

II. No sean consecuencia de la actividad administrativa irregular del Estado; 

III. Se deriven de hechos o circunstancias que no se hubieran podido prever o evitar según el estado de los conocimientos de la ciencia o de la técnica existentes en el momento de su acaecimiento;
IV. Sean consecuencia de que el afectado directa o indirectamente participe, coadyuve, asista o simule su producción;
V. La mala fe del afectado, cuando permitiera la actividad irregular del Estado; o

VI. Los demás casos previstos por las demás disposiciones aplicables.

Artículo 5.- Los daños y perjuicios que constituyan la lesión patrimonial reclamada, incluidos los personales y morales, deberán de ser probados, evaluables en dinero, directamente relacionados con una o varias personas y considerados individualmente. 

Artículo 6.- El derecho a reclamar indemnización prescribe en un año, mismo que se computará a partir del día siguiente a aquel en que se hubiera producido la lesión patrimonial, o a partir del momento en que hubiesen cesado sus efectos lesivos, si fuesen de carácter continuo. 

Cuando existan daños de carácter personal o moral, el plazo de prescripción empezará a correr desde la curación o la determinación del alcance de las secuelas.
La determinación que señala el párrafo que antecede deberá ser realizada por las autoridades de salud estatal y municipal.

En el caso de que el particular hubiese impugnado por cualquier medio legal el acto administrativo y ésta hubiese procedido, el plazo de prescripción para reclamar indemnización se computará a partir del día siguiente de la fecha de emisión de la resolución definitiva. 

Artículo 7.- A falta de disposición expresa en esta Ley, se aplicarán las disposiciones contenidas en el Código Fiscal del Estado, o en su caso, su similar Municipal, el Código Civil de Estado Libre y Soberano de Puebla y los principios generales del derecho. 

Artículo 8.- Todo servidor público tendrán la obligación de denunciar ante la Contraloría, o en su caso, ante el Ministerio Público a toda persona que directa o indirectamente participe, coadyuve, asista o simule la producción de daños con el propósito de acreditar indebidamente la responsabilidad patrimonial del Estado o de obtener alguna de las indemnizaciones a que se refiere esta Ley.

CAPÍTULO II 

DE LA PREVISIÓN PRESUPUESTAL 

Artículo 9.- El Ejecutivo del Estado a través de la Secretaría, propondrá anualmente al Honorable Congreso del Estado el monto de la partida presupuestal que en términos de la Ley de Egresos del Estado deberá destinarse para cubrir las erogaciones derivadas por la responsabilidad patrimonial del Estado. 

Los Poderes Legislativo y Judicial, los Ayuntamientos y los organismos autónomos deberán considerar en sus respectivos presupuestos, la partida correspondiente para cubrir las responsabilidades patrimoniales que pudieran resultar por la aplicación de esta Ley. 

Artículo 10.- El monto total que se fije anualmente en la Ley de Egresos del Estado destinado a la partida presupuestal de responsabilidad patrimonial del Estado, deberá ajustarse en cada ejercicio en una proporción igual al incremento promedio que se registre en dichos presupuestos, salvo que exista una propuesta justificada de la modificación presupuestal diferente a la regla general antes prevista. 

En la fijación de los montos de las partidas presupuestales deberán preverse las indemnizaciones que no hayan podido ser pagadas en el ejercicio inmediato anterior, según lo dispuesto en el artículo 12 de la presente Ley. 

Artículo 11.- El Ejecutivo del Estado, a través de la Secretaría en coordinación con la Contraloría, en los términos de la Ley Egresos del Estado y de la Ley Estatal de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público, podrán autorizar el traspaso de los montos presupuestales asignados para el pago de la responsabilidad patrimonial del Estado, cuando sea pertinente y se justifique ante las autoridades competentes. 

En los Poderes Legislativo y Judicial, en los Ayuntamientos y en los organismos autónomos, la autorización para el traspaso de los montos presupuestales asignados se sujetarán a los términos y procedimientos establecidos por su respectiva Ley Orgánica y demás leyes aplicables. 

En el caso de las entidades no sujetas o sujetas parcialmente a control presupuestal, los traspasos correspondientes deberán ser aprobados por los órganos de gobierno respectivos. 

Artículo 12.- Las indemnizaciones fijadas por las autoridades competentes, de conformidad con esta Ley, que excedan del monto máximo presupuestado en un ejercicio fiscal determinado serán cubiertas en los siguientes ejercicios fiscales, según el orden de registro a que se refiere el artículo 23 de la presente Ley, sin perjuicio del pago de intereses por mora que como compensación financiera se calculen en términos de esta Ley y del Código Fiscal del Estado, o su similar en los Municipios, para el caso de la devolución de pagos indebidos. 

Artículo 13.- Las autoridades competentes de acuerdo a las leyes aplicables, podrán determinar y aplicar las medidas administrativas, presupuestales, económicas, financieras o celebrar los contratos que considere necesarios para afrontar la responsabilidad patrimonial del Estado. 

Artículo 14.- En el caso de que el Estado, hubiere celebrado contrato de seguro contra la responsabilidad patrimonial del Estado, la suma asegurada se destinará a cubrir el monto equivalente a la reparación integral o de equidad debida, según sea el caso. De ser ésta insuficiente, el Estado continuará obligado a resarcir la diferencia respectiva; el pago de cantidades líquidas por concepto de deducible corresponde a éste y no podrá disminuirse de la indemnización. 

CAPÍTULO III

DE LAS INDEMNIZACIONES
Artículo 15.- Cuando la lesión patrimonial haya sido ocasionada en el ejercicio o prestación de un servicio público, para que el interesado tenga derecho a reclamar al Estado el pago de indemnización patrimonial, deberá acreditar en su reclamación:

I. Haber pagado previamente a la lesión patrimonial sufrida, la contribución o contraprestación que corresponda; o en su caso, 

II. Estar al corriente en el momento de la lesión patrimonial sufrida, del pago de la contribución o contraprestación correspondiente.

Artículo 16.- La indemnización deberá pagarse en su totalidad, en moneda nacional y de conformidad con las modalidades, términos y condiciones establecidos por esta Ley y demás leyes aplicables; sin perjuicio de que pueda convenirse con el afectado o causahabiente  su pago en especie o en parcialidades cuando no afecte el interés público. 

Artículo 17.- Las indemnizaciones se fijarán conforme a las siguientes modalidades y de acuerdo con el nivel de ingresos de los afectados, por lo que le corresponderá: 

I. La reparación integral consistente en el pago del daño emergente, lucro cesante o perjuicio, resarcimiento por daño personal y moral, para quienes no acrediten percibir un salario o que no sea posible cuantificar su percepción y para aquellos que acrediten tener ingresos mensuales que sean de cuatro o menos salarios mínimos general vigente en el Estado de Puebla y que cumplan los requisitos que prevé esta Ley; 

II. Una reparación equitativa consistente en el pago del daño emergente, resarcimiento por daño personal y moral, para quienes no se encuentren en la hipótesis anterior; y, 

III. La reparación integral independientemente del ingreso económico del afectado; la cual procederá en los casos en que la autoridad competente determine que la actuación del servidor público causante de la lesión patrimonial reclamada resulta manifiestamente deficiente o ilegal; o bien, que su actuación hubiese sido realizada por debajo de los estándares promedio de funcionamiento de la actividad administrativa de que se trate, fijados por la Autoridad competente.
Artículo 18.- El monto de la indemnización por daños y perjuicios materiales se calculará de acuerdo con los criterios establecidos por la Ley de Expropiación, el Código Fiscal del Estado de Puebla, o en su caso, su similar Municipal, la Ley General de Bienes del Estado, la presente Ley y las demás disposiciones aplicables, debiéndose tomar en consideración los valores comerciales o de mercado de los bienes. 

Artículo 19.- Los montos de las indemnizaciones se calcularán de la siguiente forma: 

I. En el caso de daños personales o muerte, el reclamante o causahabiente tendrá derecho a que se le considere en la indemnización:

a) Hasta tres salarios mínimos diarios vigentes en el Estado, si no acredita percibir un salario o que no sea posible cuantificar su percepción; 

b) El equivalente a ocho veces la que fijen las disposiciones conducentes de la Ley Federal del Trabajo para riesgos de trabajo, a quienes acrediten ingresos mensuales de cuatro o menos salarios mínimos, general diario vigente en el Estado de Puebla elevados al mes; 

c) El equivalente a seis veces la que fijen las disposiciones conducentes de la Ley Federal del Trabajo para riesgos de trabajo, a quienes no se encuentren en la hipótesis anterior; 

Además de la indemnización prevista en los dos incisos anteriores, el reclamante o causahabiente tendrá derecho a que se le cubran los gastos médicos que en su caso se eroguen, de conformidad con la propia Ley Federal del Trabajo para riesgos de trabajo. 

II. En el caso de daño moral, la autoridad competente calculará el monto de la indemnización de acuerdo con los criterios establecidos por el Código Civil del Estado Libre y Soberano de Puebla, tomando igualmente en consideración la magnitud del daño. 

La indemnización por daño moral que el Estado esté obligado a cubrir no excederá del equivalente a mil días el salario mínimo general diario vigente en el Estado de Puebla, por cada afectado. 

Para el cálculo de los montos de las indemnizaciones a que se refieren las fracciones anteriores, la autoridad competente tomarán también en cuenta el nivel de ingreso familiar del afectado. 

Artículo 20.- La cuantificación de la indemnización se calculará de acuerdo con la fecha en que sucedieron los daños o con la fecha en que hayan cesado éstos cuando sean de carácter continuo, sin perjuicio de la actualización de los valores al tiempo de su efectivo pago, de conformidad con lo dispuesto por el Código Fiscal del Estado, o su similar Municipal, para el caso de reintegro de pagos indebidos. 

Artículo 21.- A las indemnizaciones deberán sumarse, en su caso los intereses por mora que establece el Código Fiscal del Estado, o en su caso su similar Municipal, para el reintegro de pagos indebidos, o el pago del interés legal que determina el Código Civil para el Estado Libre y Soberano de Puebla, según la cantidad que resulte mayor.

Artículo 22.- Los términos para el cómputo de los intereses a que se refiere el artículo anterior empezarán a correr: 

I. Para quienes tengan derecho a la reparación integral, treinta días naturales, contados a partir del día siguiente a aquél en que quede firme la resolución que ponga fin al procedimiento reclamatorio en forma definitiva; y, 

II. Para quienes tengan derecho a la reparación equitativa, ciento ochenta días naturales, contados a partir de aquél en que quede firme la resolución que ponga fin al procedimiento reclamatorio en forma definitiva. 

Artículo 23.- La Contraloría, deberá llevar un registro de consulta pública de las resoluciones firmes por responsabilidad patrimonial del Estado, a fin de que, siguiendo el orden establecido según su fecha de emisión, sean indemnizados los daños patrimoniales.

CAPÍTULO IV

DEL PROCEDIMIENTO DE RECLAMACIÓN

Artículo 24.- El procedimiento de reclamación por responsabilidad patrimonial del Estado estará sujeto a lo siguiente: 

I. Se iniciarán por reclamación escrita de la parte interesada; 

II. Deberá ser substanciado y resuelto por la Contraloría, de acuerdo a lo establecido en la presente Ley y su Reglamento. 

III. La parte interesada podrá presentar indistintamente su reclamación de indemnización por responsabilidad del Estado, ante la autoridad presuntamente responsable, o bien, directamente ante la Contraloría. 

IV. En el caso de que las reclamaciones se presenten ante la Comisión Estatal de Derechos Humanos o que deriven del conocimiento de una queja o denuncia ante dicho organismo, podrán ser turnadas a la Contraloría competente con la producción de las lesiones reclamadas para procederse conforme al procedimiento establecido por esta Ley.

Artículo 25.- La revocación de actos administrativos por la vía administrativa o por la vía jurisdiccional, no presupone por sí misma derecho a la indemnización. 

Artículo 26.- La lesión patrimonial deberá acreditarse ante la Contraloría, tomando en consideración los siguientes criterios: 

I. En los casos en que la causa o causas productoras del daño sean identificables, la relación causa-efecto entre la lesión patrimonial y la actividad administrativa irregular del Estado deberá probarse fehacientemente; y, 

II. En su defecto, la causalidad única o concurrencia de hechos y condiciones causales, así como la participación de otros agentes en la generación de la lesión reclamada, deberá probarse a través de la identificación precisa de los hechos relevantes para la producción del resultado final, mediante el examen riguroso tanto de las cadenas causales autónomas o dependientes entre sí, como las posibles interferencias originales o sobrevenidas que hayan podido atenuar o agravar la lesión patrimonial reclamada.

Artículo 27.- El Estado para ser exonerado de la responsabilidad imputada deberá probar, en su caso:

I. Que en la lesión patrimonial reclamada, el interesado participó directa o indirectamente, coadyuvó, asistió o simuló en la producción de daños, con el propósito de acreditar indebidamente la responsabilidad patrimonial del Estado, o bien, de obtener alguna de las indemnizaciones a que se refiere esta Ley.

II. Que los daños no son consecuencia de la actividad administrativa del Estado; 

III. Que los daños derivan de hechos o circunstancias imprevisibles o inevitables según los conocimientos de la ciencia o de la técnica existentes en el momento de su acaecimiento;
IV. La existencia de la fuerza mayor; o bien,
V. La mala fe del afectado, cuando permitiera la actividad irregular del Estado.

Artículo 28.- Las reclamaciones de indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado notoriamente improcedentes o infundadas por haberse interpuesto sin motivo, se desecharán de plano, imponiéndose por la Contraloría, al quejoso reclamante, una multa de veinte a ciento veinte días de salario mínimo general diario vigente en el Estado. 

Si con motivo de la interposición del recurso de revocación a que se refiere el artículo 30 de esta Ley, se determina que la reclamación de indemnización debe ser admitida a trámite, se iniciará el procedimiento a que se refiere el Capítulo IV de esta Ley. 

Artículo 29.- Las resoluciones que se dicten con motivo de las reclamaciones que prevé la presente Ley deberán establecer entre otros elementos, los siguientes:

I. La existencia o no de la relación de causalidad entre el funcionamiento del servicio público o actividad administrativa del Estado y la lesión producida;

II. La valoración del daño causado;

III. El monto en dinero o en especie de la indemnización, explicitando los criterios utilizados para su cuantificación;

IV. Los casos de concurrencia previstos en el Capítulo V de esta Ley; y, 

V. El razonamiento de los criterios de imputación y la graduación correspondiente para su aplicación a cada caso en particular. 

Artículo 30.- Contra las resoluciones de la autoridad competente que nieguen la indemnización o que, por su monto, no satisfagan al interesado procederá el recurso de revocación considerado en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Puebla.

Artículo 31.- Los afectados o causahabientes podrán celebrar convenio con las Dependencia o Entidades, con intervención de la Contraloría, a fin de dar por concluida la controversia, mediante la fijación y el pago de la indemnización que las partes acuerden. 
Este convenio se celebrará siempre y cuando no se haya emitido la resolución administrativa o judicial correspondiente.
CAPÍTULO V

DE LA CONCURRENCIA
Artículo 32.- En los casos de concurrencia de dos o más autoridades del Estado en la producción de las lesiones patrimoniales reclamadas, la Contraloría, oyendo la opinión de la Secretaría, deberá conocer y resolver acerca de la distribución de la indemnización. 

En los Poderes Legislativo y Judicial, en los Ayuntamientos y en los organismos autónomos, la Contraloría oyendo la opinión de la unidad o área encargada de la administración de recursos de acuerdo a sus Leyes Orgánicas, conocerá y resolverá acerca de la distribución de la indemnización. 

Artículo 33.- En caso de concurrencia acreditada en términos del artículo 26 de esta Ley, el pago de la indemnización debida deberá distribuirse proporcionalmente entre todos los causantes de la lesión patrimonial reclamada, de acuerdo con su respectiva participación. Para los efectos de la distribución las autoridades competentes tomarán en cuenta, entre otros, los siguientes criterios de imputación, mismos que deberán graduarse y aplicarse de acuerdo con cada caso concreto: 

I. A cada autoridad del Estado deben atribuirse los hechos o actos dañosos que provengan de su propia organización y operación; a las autoridades  del Estado de las cuales dependan otras, sólo se les atribuirán los hechos o actos dañosos cuando las segundas no hayan podido actuar en forma autónoma; a las autoridades del Estado que tengan la obligación de vigilancia respecto de otras sólo se les atribuirán los hechos o actos dañosos cuando de ellas dependieran el control y supervisión total de las autoridades vigiladas; 

II. Cada autoridad del Estado responderá por los hechos o actos dañosos que hayan ocasionado los servidores públicos que les estén adscritos; 

III. La autoridad del Estado que tenga la titularidad competencial o la del servicio público y que con su actividad haya producido los hechos o actos dañosos responderá de los mismos, sea por prestación directa o con colaboración interorgánica; 

IV. La autoridad del Estado que haya proyectado obras que hayan sido ejecutadas por otra responderá de los hechos o actos dañosos causados, cuando las segundas no hayan tenido el derecho de modificar el proyecto por cuya causa se generó la lesión patrimonial reclamada. Por su parte, las autoridades del Estado ejecutoras de obras responderán de los hechos o actos dañosos producidos, cuando éstos no hubieran tenido como origen deficiencias en el proyecto elaborado por otra Dependencia o Entidad; y, 

V. Cuando en los hechos o actos dañosos concurra la intervención de la autoridad Federal y el Estado, el pago de la indemnización de la primera estará sujeto a lo que establece la legislación Federal, quedando la parte correspondiente del Estado a lo que establece la presente Ley. 

Las autoridades competentes conjuntamente con la Contraloría, en el ámbito de sus respectivas competencias y atribuciones, podrán celebrar convenios de coordinación con el Gobierno Federal respecto de la materia que regula la presente Ley. 

Artículo 34.- En el supuesto de que el reclamante se encuentre entre los causantes de la lesión patrimonial cuya reparación solicita, la proporción cuantitativa de su participación en el daño y perjuicio causado se deducirá del monto de la indemnización total. 

Artículo 35.- En el supuesto de que entre los causantes de la lesión patrimonial reclamada no se pueda identificar su exacta participación en la producción de la misma, se establecerá entre ellos una responsabilidad solidaria frente al afectado, debiéndose distribuir el pago de la indemnización en partes iguales entre todos los causantes. 

Artículo 36.- En el supuesto de que las reclamaciones deriven de hechos o actos dañosos producidos como consecuencia de una concesión de un servicio público por parte del Estado, los concesionarios responderán directamente de las lesiones patrimoniales. 

CAPÍTULO VI
DEL DERECHO DEL ESTADO DE REPETIR 

CONTRA LOS SERVIDORES PÚBLICOS
Artículo 37.- El Estado podrá repetir de los servidores públicos el pago de la indemnización cubierta a los particulares cuando se determine su responsabilidad, de acuerdo al procedimiento administrativo previsto en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Puebla, y que la falta administrativa haya tenido el carácter de infracción grave. El monto que se exija al servidor público por este concepto formará parte de la sanción económica que se le aplique.

Artículo 38.- La gravedad de la infracción se calificará de acuerdo con los criterios que establece la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Puebla, además se tomarán en cuenta los siguientes criterios: 

I. Los estándares promedio de funcionamiento de la actividad administrativa;

II. La perturbación de la actividad administrativa;

III. La existencia o no de intencionalidad;

IV. La responsabilidad profesional; y,

V. Su relación con la producción de la lesión patrimonial. 

Artículo 39.- El Estado podrá, también, instruir igual procedimiento a los servidores públicos por él nombrados, designados o contratados y, en general, a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en el Estado, cuando le hayan ocasionado daños y perjuicios en sus bienes y derechos derivado de faltas o infracciones administrativas graves. Lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto por otras leyes aplicables. 

Artículo 40.- Los servidores públicos podrán impugnar las resoluciones por las que se les imponga la obligación de resarcir los daños y perjuicios que el Estado haya pagado con motivo de los reclamos indemnizatorios respectivos, a través del recurso de revocación considerado en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Puebla. 

Artículo 41.- La presentación de reclamaciones por responsabilidad patrimonial del Estado, interrumpirá los plazos de prescripción que la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Puebla determina para iniciar el procedimiento de responsabilidad de los servidores públicos, los cuales se reanudarán cuando quede firme la resolución definitiva que al efecto se dicte en el primero de los procedimientos mencionados. 

Artículo 42.- Las sanciones económicas que se impongan por la aplicación de la presente Ley, se constituirán como créditos fiscales del Erario Estatal, o en su caso Municipal, se harán efectivas mediante el procedimiento económico coactivo, tendrán la prelación prevista para dichos créditos y se sujetarán a las disposiciones fiscales aplicables a esta materia.

Dichos recursos se adicionarán, según corresponda, al monto de los recursos previstos para cubrir las obligaciones indemnizatorias derivadas de la responsabilidad patrimonial del Estado.
T R A N S I TO R I O S
PRIMERO.- La presente ley entrará en vigor el 1º de enero de 2006.
SEGUNDO.- El Ejecutivo del Estado a través de la Secretaría, deberá tomar en consideración para el ejercicio fiscal 2006, la partida presupuestal que deberá destinarse para cubrir las erogaciones derivadas por la responsabilidad patrimonial del Estado. 

Los Poderes Legislativo y Judicial, los Ayuntamientos y los organismos autónomos deberán considerar en sus respectivos presupuestos, la partida correspondiente para cubrir las responsabilidades patrimoniales que pudieran resultar por la aplicación de esta Ley. 

 A T E N T A M E N T E
H. PUEBLA DE Z., A 21 DE ABRIL DE 2005
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